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RESUMEN 
 El sistema penal colombiano, se encuentra  estructurado en el Derecho Penal premial 
o justicia premial, entendida ésta como la forma de atenuación de la pena del imputado que 
colabora con información valiosa en el proceso penal que podría conllevar a una terminación 
anticipada del proceso; finalización ésta que se desprende de la aceptación de 
responsabilidades, sea de manera unilateral, es decir, que se presente la figura del 
allanamiento o de manera bilateral, en donde hay una participación del ente acusador y del 
procesado, cuyo resultado no puede ser otro que el preacuerdo o la negociación. Sin embargo, 
la legislación colombiana en virtud al derecho premial, ha establecido beneficios al 
procesado, que dependen del momento o etapa en el que se encuentre el proceso. Se busca 
determinar entonces, si en la audiencia de juicio (no antes de su instalación), se pueden 
realizar acuerdos que permitan otorgar un beneficio al procesado y que a su vez garantice los 
intereses de las víctimas, beneficio éste que se debe determinar dentro de los ámbitos de 
dosificación punitiva.  
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ABSTRACT 
 The Colombian penal system is structured in the criminal law of prizes or premial 
justice, understood as the form of mitigation of the penalty of the accused who collaborates 
with valuable information in the criminal process that could lead to an early termination of 
the process; finalization that results from the acceptance of responsibilities, either 
unilaterally, that is, that the figure of the search is presented or bilaterally, where there is a 
participation of the accuser and the accused, whose result can not be other than the pre-
agreement or negotiation. However, Colombian legislation under the premial law, has 
established benefits to the accused, which depend on the time or stage in which the process 
is. It seeks to determine then, if in the trial hearing (not before its installation), agreements 
can be made that allow a benefit to the defendant and that in turn guarantees the interests of 
the victims, a benefit that must be determined within the areas of punitive dosage. 
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 INTRODUCCIÓN 
Colombia, desde la promulgación de la Constitución de 1991, se ha caracterizado por 
ser un Estado proteccionista y ferviente protector de los derechos de los habitantes del 
territorio. Es así que, dentro de su estructura normativa, creó instituciones con funciones 
específicas en la protección de derechos, máxime cuando su vulneración conlleva a la 
apertura de un proceso penal, con miras a una sanción y restablecimiento del daño causado.  
Es así, como el artículo 250 de la Constitución Política, estableció las funciones de la 
Fiscalía General de la Nación, determinando en su numeral 4, “Presentar escrito de acusación 
ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio público, oral, con inmediación 
de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías” (Legis, 2017). 
En este sentido, la Ley 906 de 2004, estableció dentro de las atribuciones del órgano 
acusador (Fiscalía), la iniciación e impulso de las conductas que se tipifican como delitos, e 
incluso, la faculta para que en virtud de la economía, la celeridad y la oportunidad procesal, 
se de una aplicación del derecho premial, a través de la realización de preacuerdos, que 
permiten una terminación anormal del proceso, sin desnaturalizar la administración de 
justicia, toda vez que el juez de conocimiento, profiere su decisión conforme a los hechos y 
a los antecedentes del proceso. 
  Aquellos preacuerdos, tienen como premisa la aceptación de los cargos por parte del 
procesado, pero éste y a la luz de lo contemplado en los artículos 350, 351, 352 y 369 de la 
Ley 906 de 2004, debe hacerlo dentro de las etapas procesales pre-establecidas y de ésta 
manera obtener beneficios legales que se esclarecerán en el acuerdo y en el fallo. Éstas etapas 
procesales, se encuentran limitadas por la ley hasta antes de la iniciación del juicio oral, 
ocasión en la que el juez de conocimiento realiza el interrogatorio al procesado, en 
verificación de una aceptación voluntaria, espontánea y autónoma y sólo hasta aquel 
momento, pueden las partes poner en conocimiento del juzgador la existencia de un 
preacuerdo, por lo que es claro que si bien el proceso, aún antes del fallo y en desarrollo de 
la etapa probatoria, no ha finalizado, bien podría interpretarse que existe la posibilidad de 
generarse un preacuerdo que contemple los beneficios para el imputado-acusado y en mayor 
escala, proteja los intereses de la víctima. 
Con ésta investigación se pretende realizar un análisis con fundamento en la 
jurisprudencia, sobre los preacuerdos, la finalidad de aquellos, las oportunidades procesales 
para su presentación, sus beneficios y, sobre todo, dilucidar a los profesionales del derecho, 
miembros de la administración de justicia y comunidad en general, sobre su aplicación en 
cualquier etapa procesal, conclusión ésta derivada de una interpretación analógica y jurídica 
de la normatividad vigente. 
Para lograr lo anterior, se desarrollará la temática de: 1. Justicia Penal Premial. 1.1 
Concepto y finalidades 1.2 Aceptación de la responsabilidad. 1.3. Negociación, Pre-acuerdo 
y acuerdo. 2. Oportunidad procesal de presentación de preacuerdos. 2.1 Beneficios del 
procesado con la firma de preacuerdos. 3. Interpretación de los alcances del preacuerdo. 3.1 
Propuesta de aceptación de preacuerdo en desarrollo de juicio oral y conclusiones. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
DESARROLLO TEMARIO  
 
1. JUSTICIA PENAL PREMIAL 
 
1.1 Concepto y finalidades 
La justicia penal premial, también conocida como justicia penal consensual o justicia 
consensuada, encuentra sus orígenes en la figura plea bargaining (pedir rebaja) tomada de la 
legislación estadounidense. Es un mecanismo que permite a los procesados aceptar su 
responsabilidad y de ésta forma recibir como “premio” la atenuación de la pena que le sería 
impuesta por la conducta punible; es así que el sujeto pasivo de la acción penal, puede 
negociar con el ente acusador la forma cómo se definirá su situación. 
Al respecto, el procesalista Julio González Zapata, define el derecho premial:“como 
aquel en el cual el Estado renuncia a la acción penal, a la pena o a parte de ella, como 
contraprestación a la colaboración que el delincuente le pueda ofrecer” (Zapata, 2012). 
En el estudio del derecho premial o consensual, se logró advertir que es un concepto 
aceptado cuando se le relaciona con un mecanismo de terminación anticipada del proceso 
penal, pues contienen una declaración de responsabilidad jurídico penal, en la que participa 
la Fiscalía General de la Nación y el sujeto pasivo de la acción penal.  
 En Colombia, la aceptación de ésta figura, se ha visto reflejada en sentencias de las 
altas cortes, tal y como se evidencia en la providencia emanada de la Corte Constitucional, 
C-516 de 2007 que explicó: 
“En cuanto a la naturaleza, los preacuerdos y las negociaciones representan una vía 
judicial encaminada a la simplificación de los procesos mediante la supresión parcial o 
total del debate probatorio y argumentativo como producto del consenso entre las partes 
del proceso.” Así mismo agrega que “no incorporan el ejercicio de un poder dispositivo 
sobre la acción penal, sino la búsqueda a través del consenso, de alternativas que 
permitan anticipar o abreviar el ejercicio de la acción penal” (Sentencia C-516, 2007). 
En el año 2012 y bajo el presupuesto de la existencia de una justicia o derecho 
premial, la Corte Constitucional mediante sentencia C-645 de 2012, señaló:  
“Bajo esos parámetros, lo predicable es que la Corte realice una interpretación del 
parágrafo demandado, que se ajuste a la Constitución, salvaguardando así principios 
superiores como la legalidad, la igualdad, la proporcionalidad y la seguridad jurídica, 
y con la finalidad del sistema premial y negocial inherente al sistema procesal penal 
con tendencia acusatoria” (Sentencia C-645, 2012). 
Por otro lado, la Sala de Casación Pena de la Corte Suprema de Justicia, en 
providencia rad. 38.285 de 2012, se manifestó en el siguiente sentido: “esa reforma no 
desconoció los institutos de allanamiento a cargos y preacuerdos y negociaciones, los cuales 
se edifican sobre la base de que, a mayor colaboración y mayor economía procesal, más 
significativa ha de ser la respuesta premial” (Sentencia 38285, 2012). 
Como es apreciable, en distintos pronunciamientos de las altas corporaciones se 
menciona la justicia premial, confirmándose su aceptación en el proceso penal  colombiano, 
máxime cuando el sistema penal a partir de la expedición de la Ley 906 de 2004, se encuentra 
diseñado para tales efectos y de ésta manera lograr la solución de conflictos penales a través 
de preacuerdos y negociaciones, que forman la justicia consensuada, que en ejecución de una 
política criminal, se renuncia, ceden o conceden derechos para lograr una administración de 
justicia eficiente, ya que se sanciona la conducta conforme a los lineamientos legales y a su 
vez se protege los intereses de la víctima. 
No obstante, llama la atención que, pese a que el sistema penal colombiano enmarca 
de manera efectiva, explícita y práctica, la utilización de herramientas como el preacuerdo o 
la negociación, la carta política, no la plasma de una forma específica, empero, al mencionar 
en el artículo 250 ibídem, el principio de oportunidad, abre una puerta al uso de instrumentos 
como los mencionados anteriormente.  
 Partiendo de lo anterior, es menester hacer mención a las finalidades de los 
preacuerdos y negociaciones, teniendo como punto de interpretación y por ende de referencia 
la norma constitucional anterior. Al respecto el artículo 348 de la Ley 906 de 2004, establece: 
“Con el fin de humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y cumplida 
justicia; activar la solución de conflictos sociales que genera el delito; propiciar la 
reparación de los perjuicios ocasionados por el injusto y lograr la participación del 
imputado en la definición de su caso, la Fiscalía y el imputado o acusado podrán llegar 
a preacuerdos que impliquen la terminación del proceso” (Ley 906, 2004). 
Realizando un análisis detallado de las finalidades de los preacuerdos y 
negociaciones, es apreciable que la primera y al parecer principal de ellas es la humanización 
de la actuación procesal y la pena, concepto que podría comprenderse en un sentido simple, 
como la relevancia que el sistema penal brinda al ser humano, es decir, sin distinción del 
sujeto que participe en el proceso penal, de allí que se haga mención en primer término a la 
actuación procesal, es decir, que dentro del proceso es de vital importancia garantizar los 
derechos de quienes intervienen en él, como víctimas e incluso la sociedad civil que se haya 
visto afectada por una conducta punible; de igual forma y en segundo término y no por ello 
menos importante, se observa la humanización de la pena, concepto éste que recae 
directamente sobre el imputado o acusado y quien por su participación en el esclarecimiento 
de los hechos, encuentra un beneficio en la dosificación de su sanción (pena), garantizándose 
de ésta manera el cumplimiento de aquella en condiciones dignas y valga decir “humanas”. 
Con fundamento en lo anterior, se hace más sencillo comprender las demás 
finalidades de los preacuerdos y negociaciones, toda vez que, al existir mayor participación 
del procesado en la acción penal, se logra una finalización anticipada del proceso, es decir, 
una pronta y cumplida justicia, acatando los fines de la justicia en cuanto a la economía, 
celeridad y oportunidad procesal.  
En éste orden de ideas y con el fin de dar continuidad a las finalidades de los 
preacuerdos y negociaciones, es interesante verificar como en uso de una herramienta como 
los preacuerdos y con la humanización de los sujetos involucrados en el proceso se puede 
lograr la solución de los conflictos y con ellos el reconocimiento de los perjuicios y el 
restablecimiento de los derechos de quienes fueron víctimas del punible, por lo que no sólo 
se finaliza de manera anormal del proceso, sino que se brinda la totalidad de garantías a las 
partes, tal y como si se hubiese desarrollado de manera normal el mismo. 
 
1.2 Aceptación de la responsabilidad 
Para continuar con el análisis de los preacuerdos, es necesario realizar un estudio 
sobre la aceptación de la responsabilidad por parte del procesado, configurando aquella la 
esencia y razón de esa herramienta jurídica. 
Así las cosas, el artículo 283 de la Ley 906 de 2004, reza: “La aceptación por el 
imputado, es el reconocimiento libre, consciente y espontáneo de haber participado en alguna 
forma o grado en la ejecución de la conducta delictiva que se investiga” (Ley 906, 2004). 
De lo anterior, el concepto de la aceptación debe entenderse como una simple 
admisión de cargos, es decir, que el procesado de manera libre y voluntaria, renuncia a debatir 
aquellos aspectos probatorios que lo vinculan con el delito, por lo que la admisión de la 
comisión del delito es el factor fundamental para la realización de preacuerdos o 
negociaciones. A la luz del artículo 394 del Código de Procedimiento Penal, podría 
comprenderse que el imputado o acusado comparecería como testigo para ser interrogado 
bajo la gravedad de juramento (Ley 906, 2004), entendiéndose que actúa como un testigo 
contra sí mismo. 
Con todo y lo descrito, es importante recabar en que, si bien el procesado tomó la 
decisión de aceptar su responsabilidad, es el juez de conocimiento el llamado a precisar las 
condiciones en las que se dio aquella, por lo que debe realizar un control de legalidad sobre 
el acto mismo de la aceptación, así lo establece el artículo 131 del Código de Procedimiento 
Penal: 
“Si el imputado o procesado hiciere uso del derecho que le asiste de renunciar a las 
garantías, de guardar silencio y el juicio oral, deberá el juez de control de garantías o 
el juez de conocimiento verificar que se trata de una decisión libre, consciente, 
voluntaria, debidamente informada, asesorada por la defensa, para lo cual será 
imprescindible el interrogatorio personal del imputado o procesado” (Ley 906, 2004). 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 8 de Julio de 2009 y bajo el 
radicado 31280, manifestó:  
“No basta con constatar la libertad y voluntad a través del simple interrogatorio al 
procesado, la labor del juez como garante y protector de los derechos humanos debe 
ir más allá, verificando que las garantías fundamentales se hayan preservado, dentro 
de las cuales, obviamente, se encuentran, entre otras la legalidad, la estricta tipicidad 
y el debido proceso” (Sentencia 31280, 2009). 
Es así, como la admisión de los cargos, no contempla exclusivamente la terminación 
anticipada del proceso, por el contrario, es un elemento con el que se cuenta para proferir un 
fallo en el que, si bien, no se contó con el material probatorio para tomar una decisión, la 
simple aceptación de la conducta delictiva se configura como el factor verosímil que acredite 
la imposición de una sanción.  
1.3 Negociación, Preacuerdo y Acuerdo 
Teniendo claridad sobre el sentido de la justicia premial, y la aceptación de cargos 
como elemento determinante para la terminación anormal del proceso penal, es necesario 
hacer claridad sobre cada una de las herramientas que permitan hablar de un fallo anticipado. 
 A éste respecto, los doctrinantes Nelson Saray Botero y Sonia Patricia Uribe, han 
expresado que el género es la negociación, que el preacuerdo es la etapa inicial y el acuerdo 
es el acta final aprobada por el juez de conocimiento (Saray, 2017). 
 De acuerdo a lo expuesto, debe entenderse la negociación como el contacto bilateral 
de acercamiento que se genera entre el ente acusador (Fiscalía) y el procesado, en el que se 
hace un intercambio de posturas, opiniones, propuestas que obedezcan a un propósito, en el 
que se busca encontrar un punto de concertación sobre los hechos acaecidos. 
Por otro lado, el preacuerdo, definido por la real academia española, significa 
“acuerdo previo entre varias partes que precisa ser ultimado o ratificado” (Española, s.f.). Es 
así que, el preacuerdo es la autorización para aproximarse al instituto, para introducirse en 
él, para dialogar sobre propuestas, ofrecimientos y respuestas afirmativas o negativas sobre 
los mismos; o sea que el camino que se recorre y puede terminar en un resultado negativo (el 
procedimiento debe continuar de manera normal) o positivo (se logra un entendimiento que 
impone la terminación temprana del proceso), el cual , cuando es aprobado por el juez del 
conocimiento, una vez aprobado toma el nombre de acuerdo, pacto, negociación, convenio, 
etc (Gómez Velasquez, 2009). 
Teniendo en cuenta la importancia de los preacuerdos y las negociaciones, el Manual 
de Funciones de la Fiscalía General de la Nación, en su sección 14, los ha definido como:  
“El preacuerdo es un convenio sobre los términos de la imputación, la aceptación total 
o parcial de los cargos, o diferente tipificación de la conducta, celebrado entre el fiscal 
delegado y el imputado o acusado asistido por su defensor, que tiene como objetivo 
específico la rebaja de la pena (…)” (Nación, 2009). 
En virtud a lo expuesto, se aprecia, que el concepto de negociación,  preacuerdo y 
acuerdo se encuentran estrechamente unidos, al punto de considerarse que los términos en sí 
mismos pueden ser uno sólo, pues en cualquiera de ellos se presenta manifestación de la 
voluntad del procesado, e incluso aquella debe ser confirmada por el juez de conocimiento 
con el fin de evitar que cualquier vicio altere los términos del arreglo y se deba anular aquel 
y en virtud a ello, continuar el proceso en su trámite normal. 
 Respecto a la realización de los preacuerdos, aquellos no pueden llevarse a cabo 
exclusivamente entre el procesado y el representante del ente acusador, pues es requisito sine 
qua non, que en ellos participe el defensor, quien deberá orientar a su prohijado en la 
negociación, so pena de declararse inexistente, así lo consagra el artículo 354 del Código de 
Procedimiento Penal. (Ley 906, 2004) 
 Para los estudiosos y amantes del derecho penal, será evidente que la definición de 
preacuerdo o acuerdo que se llevaron a cabo dentro del marco de una negociación, se 
asemejan al concepto de allanamiento a cargos, figura penal de la que también se derivan 
beneficios punitivos al procesado, situación ésta que hace menester aludir a aquella 
institución con el fin de evitar concepciones erróneas al respecto. 
 Es así, que abordando lo relacionado al allanamiento, la real academia de la lengua, 
lo define como: “3m. Der. Acto procesal del demandado por el que acepta las pretensiones 
dirigidas contra él en una demanda” (española R. a., s.f.) Por otra parte, la academia en 
mención define allanar, como: “10. Conformarse, avenirse, acceder a algo” (española r. a., 
s.f.). Las definiciones expuestas indican que, en principio, allanarse es aceptar, para el caso 
penal, las pretensiones acusatorias de la Fiscalía. 
  Es así que el Consejo Superior de la Judicatura Sistema Penal Acusatorio de Bogotá, 
realizó un documento en el que se plasma el procedimiento para el caso de allanamiento a la 
imputación, definiéndolo como: “Es el acto mediante el cual al imputado, se le da a conocer 
los hechos jurídicamente relevantes y su adecuación típica, con el conocimiento de los 
elementos materiales probatorios y evidencia física, que compromete su responsabilidad 
penal; para que manifieste de manera libre, consiente, voluntaria y debidamente asesorado 
por su defensor si acepta o no la imputación formulada por la Fiscalía General de la Nación”. 
(Consejo Superior de la Judicatura, 2013). 
 De la definición dada por el Consejo Superior de la Judicatura, puede comprenderse 
entonces, que es muy similar a la definición de preacuerdos, toda vez que para que éstos 
últimos se lleven a cabo, debe existir conocimiento del imputado sobre los hechos y la 
adecuación típica que compromete su responsabilidad, pero éstas no son las únicas 
características que permiten considerar el allanamiento a cargos y los preacuerdo como 
instituciones equiparables, pues existen otros, como el control judicial que hace el juez de 
conocimiento en las dos figuras que podrían esquematizarlas en un mismo concepto, al 
respecto la Corte Suprema de Justicia, en sus pronunciamientos ha determinado: 
“Ese control judicial del allanamiento o del acuerdo no se cumple con una simple 
revisión formal. No basta con constatar la libertad y voluntad a través del simple 
interrogatorio al procesado, la labor del juez como garante y protector de los derechos 
humanos debe ir más allá verificando que las garantías fundamentales se hayan 
preservado, dentro de las cuales, obviamente, se encuentran, entre otras, la legalidad, 
estricta tipicidad y el debido proceso’’ (Sentencia 31280, 2009). 
Así mismo, la Corte Suprema de Justicia ha expresado: 
“la aceptación de responsabilidad por parte del acusado, por la vía del allanamiento a 
cargos o de un preacuerdo celebrado con la Fiscalía, no solo es vinculante para estos 
sino también para el Juez, a quien le corresponde dictar el respectivo fallo anticipado”  
(Sentencia 7100, 2016) 
 De lo plasmado por la alta corporación, se tiene que tanto allanamiento a cargos como 
preacuerdos, son factores que pueden ser plenamente usados por el procesado para aceptar 
su responsabilidad en el ilícito, siendo éste un factor que expone la similitud de las figuras 
analizadas. Sin embargo, y pese a aspectos que los hacen parecidos, la alta Corporación ha 
sido enfática en lo disímiles que son, en la sentencia calendada del cinco (5) de septiembre 
de dos mil once (2011), radicado de proceso No 36502, siendo Magistrado ponente el Dr. 
Alfredo Gómez Quintero, y en la que se determina: 
“En el allanamiento a cargos ninguna situación procesal se acuerda, ya que el fiscal se 
limita únicamente a colocar al imputado en relación directa con el juez, (…). Se 
observa razonable interpretar que si bien los acuerdos y negociaciones son notas 
singulares del nuevo sistema procesal pero el allanamiento a cargos tiene unos matices 
respecto de los cuales no es totalmente asertivo decir que se corresponda con la misma 
filosofía de los primeros, la Sala no casará el fallo impugnado, porque una nueva 
observación indica que esta institución no es específica del nuevo procedimiento, a la 
misma no subyace una relación consensuada entre fiscal e imputado y por tanto puede 
ser observada como homologable con la sentencia anticipada” (Sentencia 36502, 
2011). 
La sentencia objeto de análisis, alude a su vez, a un fallo proferido por la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en el año dos mil ocho (2008), radicado 
31063, en el que se dilucida: 
“el instituto de allanamiento a los cargos y preacuerdos son diferentes en cuanto a su 
estructura. El primero se erige en una manifestación unilateral y oral que hace el 
imputado o acusado de aceptar su responsabilidad, en los precisos momentos 
procesales señalados en la ley, acto en el cual éste debe ser cabalmente asistido por la 
defensa y debidamente enterado de las consecuencias jurídicas que trae consigo la 
aceptación de los mismos. Mientras que los preacuerdos, además de constituir un acto 
consensuado entre la fiscalía y el imputado o acusado, según el caso, éste puede recaer 
sobre la eliminación de su acusación alguna causal de agravación punitiva o algún 
cargo especifico y la tipificación de una conducta dentro de su alegación conclusiva 
con el fin de disminuir la pena, según lo reglado en el artículo 350, incisos 1° y 2°, de 
la Ley 906 de 2004,  y acordar también lo referente a los hechos y sus consecuencias 
y el quantum a imponer en la determinación de la pena (artículo 351, inciso 2°, de la 
citada Ley)” (Sentencia 29979, 2008). 
Ha sido tan relevante y clara la postura de la Corte, que en posteriores 
pronunciamientos reitera la distinción de las instituciones, explicando a los togados aquellas: 
“es preciso establecer un tratamiento diferenciador respecto de aquéllas hipótesis en 
que el indiciado acepta la imputación que se le hace (bien sea en la diligencia de 
indagatoria o por aceptación de cargos en los sistemas anteriores al de la Ley 906 de 
2004, o como expresión de allanamiento a la imputación o preacuerdo con la Fiscalía, 
tratándose del proceso surtido con base en esta última) y los procesos que culminan 
una vez agotado el trámite ordinario que prosigue al juicio.” (Sentencia 1984, 2018) 
 De lo anterior, puede concluirse que las figuras del allanamiento a cargos y 
preacuerdo, acuerdos o negociaciones de nuestro actual sistema penal, se enmarcan en la 
justicia premial (como se ha venido manifestando), cuyo fundamento no es otro que el 
reconocimiento del principio de favorabilidad, que aplica no sólo para el procesado, sino para 
las víctimas y el resguardo de sus derechos. 
2. Oportunidad procesal para la presentación de los preacuerdos  
Mucho se ha dicho sobre la justicia premial y su esencia que son las negociaciones, 
preacuerdo y acuerdos a los que se llega durante el proceso penal, sin embargo, la legislación 
colombiana, ha establecido unas etapas procesales, en las que, haciendo buen uso de aquella 
herramienta, la aceptación de responsabilidad del sujeto pasivo de la acción penal, 
configurará un beneficio o incentivo, que no afecta los derechos e intereses de quienes hacen 
parte del proceso penal. 
Así la cosas, es indispensable hacer alusión a la normatividad que consagra lo 
relacionado a la oportunidad procesal para la realización y presentación de los preacuerdos o 
negociaciones, así: 
 
 
Ley 906 de 2004 Oportunidad procesal 
Artículo 350 Desde la audiencia de formulación de 
imputación hasta antes de ser presentado el 
escrito de acusación. 
Se podrá llegar a un preacuerdo sobre los 
términos de la imputación. 
Artículo 352 Presentado el escrito de acusación y hasta el 
momento en que sea interrogado el acusado 
al inicio del juicio oral 
Artículo 367 Alegación inicial en desarrollo del juicio 
oral, en el que el procesado tiene la 
posibilidad de declarar o aceptar su 
culpabilidad  
Artículo 369  Manifestaciones de culpabilidad 
preacordada a inicios de la audiencia de 
juicio oral; el Fiscal debe indicar al juez los 
términos de preacuerdo, expresando la 
pretensión punitiva.  
Cuadro No 1: Creación propia. Información extraída de la Ley 906 de 2004 
 
Partiendo del cuadro explicativo, encontramos que se cuenta con cuatro 
oportunidades procesales para lograr la inclusión de los preacuerdos en la sentencia. Sin 
embargo es claro determinar que cada uno de ellos cuenta con características únicas que 
permiten la configuración de beneficios al procesado y que tal vez a simple vista no son 
representativos, al respecto y con la finalidad de lograr una aclaración, se debe tener como 
factor de referencia el escrito de acusación, pues sólo desde la presentación de éste se definen 
dos momento procesales para la presentación de preacuerdos, es decir, que en el caso del 
artículo 350 de la Ley 906 de 2014, se puede acudir a ellos hasta ANTES de la presentación 
del escrito en mención, siendo éste el primer momento procesal. Así las cosas, y luego de 
presentado el escrito de acusación es que opera el segundo momento procesal; es estimable 
entonces, que el límite para los eventos de realización del acuerdo sea el escrito de acusación 
y no la audiencia de acusación, la cual es posterior a la presentación del documento físico. 
 La acusación, desde el ámbito general, comprende el escrito que debe contener los 
requisitos establecidos en el artículo 337 del Código de Procedimiento Penal, es decir: “1. La 
individualización concreta de quienes son acusados, incluyendo su nombre, datos que sirvan 
para identificarlo y el domicilio de citaciones. 2. Una relación clara y sucinta de los hechos 
jurídicamente relevantes, en un lenguaje comprensible. 3. El nombre y lugar de citación del 
abogado de confianza o, en su defecto, del que le designe del sistema Nacional de Defensoría 
Pública.4. La relación de los bienes y recursos afectados con fines de comiso.5. El 
descubrimiento de las pruebas (…)” (Ley 906, 2004). Y aunado a ello comprende la 
respectiva audiencia de acusación, por lo que la jurisprudencia lo ha definido como acto 
complejo, en virtud a:  
“El escrito de acusación, que, junto con lo expuesto por la fiscalía en la audiencia para 
su formulación, conforma ese acto complejo que es la acusación, constituye la 
pretensión de la fiscalía, la que aspira a demostrar en el debate del juicio oral para que 
el juez profiera el fallo en los términos allí precisados” (Sentencia 28294, 2007). 
De lo expuesto, es claro entonces que la etapa de juicio inicia con el escrito de acusación 
previamente presentado por la fiscalía. Por lo que una vez se fija fecha y hora para juicio 
oral, se configura la tercera oportunidad procesal para la presentación de preacuerdos, y no 
es otra que la contemplada en el artículo 367 ibídem. 
Ahora bien, con el fin de continuar determinando las diferencias entre las figuras que 
permiten una terminación anticipara del proceso, se analizará el evento de presentarse 
allanamiento a cargos (partiendo del hecho que son conceptos distintos al preacuerdo y 
acuerdo), mencionando entonces, la oportunidad procesal, para que el indiciado acepte de 
manera espontánea los cargos endilgados por el ente acusador, siendo éstos: 
Ley 906 de 2004 Oportunidad procesal 
Artículo 288 numeral 3 En la audiencia de formulación de 
imputación 
Artículo 356 numeral 5 En desarrollo de la audiencia preparatoria 
Artículo 367 inciso 2 En el inicio de la audiencia de juicio 
Cuadro No 2: Creación propia. Información extraída de la Ley 906 de 2004 
 Como es evidente, los momentos procesales son distintos para que el procesado 
acepte de forma libre, espontánea y unilateral los cargos que le son imputados por el ente 
acusador quien, de acuerdo a lo explicado por la jurisprudencia, no tiene contacto con el 
primero en lo que respecta al allanamiento, situación contraria con la figura de los 
preacuerdos.  
Una vez iniciado el juicio (desde la presentación del escrito de acusación), el 
administrador de justicia, en el evento de existir manifestación de la fiscalía sobre la 
existencia de un preacuerdo, realiza el control de legalidad del mismo, a fin de determinar la 
viabilidad de aquel, es decir, si cumple con los requisitos explicados anteriormente, si se 
realizó la adecuación típica conforme los hechos y se respetaron garantías fundamentales a 
los involucrados dentro del proceso; en caso del cumplimiento de los factores descrito, el 
juez de conocimiento procede a su aprobación y en virtud al contenido de los preacuerdos, 
procede a dictar sentencia, toda vez que su aprobación tiene para él fuerza vinculante.  
 
2.1. Beneficios del procesado con la firma de preacuerdos 
 Como se ha manifestado con anterioridad, la aceptación de responsabilidad del 
procesado y su colaboración en el esclarecimiento de los hechos, así como la reparación a las 
víctimas, ha permitido que la justicia en garantía de sus derechos fundamentales, otorgue 
beneficios para él en el cumplimiento de su condena, así mismo permite a la administración 
de justicia finalizar de manera anticipada un proceso penal en consonancia con los principios 
de la administración de justicia ya mencionados precedentemente. Así las cosas, es menester 
explicar las ventajas que para el procesado conlleva la aceptación de su responsabilidad y si 
aquellas varían según el momento procesal, pues como lo manifiesta Antonio Luis González 
Navarro, “la aceptación espontánea de cargos se basa también en el principio de la buena fe, 
y de la lealtad procesal como deber de las partes en toda actuación judicial. Su ejercicio 
legítimo en materia de aceptación de cargos es promovido mediante descuentos punitivos” 
(Antonio Luis, 2012). 
 Para iniciar, es prudente insistir que los beneficios al procesado, tal y como se ha 
explicado, provienen de la implementación de la justicia premial, cuyo desarrollo y ejecución 
en pro de la aplicación de un beneficio punitivo, podría encontrarse en la aplicación del 
principio de oportunidad, del que se puede interpretar, como el momento en el que concurren  
el titular de la acción penal y el receptor de la misma, con el fin de lograr una solución del 
conflicto que obligó llevar al segundo a instancias judiciales, todo dentro del marco de la 
normatividad vigente, pues existen conductas punibles no susceptibles de acuerdos. 
 Ahora bien, la justicia premial permite que exista una forma de finalizar el proceso 
por los acuerdos pactados entre el ente acusador y el procesado, pero aquellos no pueden 
realizarse ni aplicarse de manera deliberada, pues deben cumplir un lleno de requisitos y 
aunado a ello, deben ser acordes al desarrollo del proceso, al momento en el que se proponen 
y se justifican ante el Juez de conocimiento. 
 Es por lo anterior, que la ley estableció los momentos procesales en los cuales opera 
la implementación de los preacuerdos, con el fin de estructurar el delito, las circunstancias 
de atenuación y la aplicación de la pena, conforme las garantías constitucionales y procesales. 
 La ley 906 de 2004, determinó para ello los siguientes momentos procesales y a su 
vez los beneficios para el procesado, así:  
Ley 906 de 2004 Oportunidad procesal Beneficio al procesado 
Artículo 350 Desde la audiencia de 
formulación de imputación 
hasta antes de ser presentado 
el escrito de acusación. 
Se podrá llegar a un 
preacuerdo sobre los 
términos de la imputación. 
La aceptación de los cargos, 
comportará una disminución 
de la pena de hasta la mitad 
(1/2). 
 
 
Artículo 352 Presentado el escrito de 
acusación y hasta el 
momento en que sea 
La pena podrá ser reducida 
en una tercera parte (1/3). 
interrogado el acusado al 
inicio del juicio oral 
Artículo 367 Alegación inicial en 
desarrollo del juicio oral, en 
el que el procesado tiene la 
posibilidad de declarar o 
aceptar su culpabilidad  
Si el procesado realiza una 
manifestación de 
culpabilidad, su pena podrá 
ser reducida en una sexta 
parte (1/6). 
Artículo 369  Manifestaciones de 
culpabilidad preacordada a 
inicios de la audiencia de 
juicio oral; el Fiscal debe 
indicar al juez los términos 
de preacuerdo, expresando 
la pretensión punitiva.  
El juez en ésta etapa 
procesal impondrá una pena 
que no puede ser superior a 
la solicitada por el ente 
acusador (fiscalía). 
Cuadro No 3: Creación propia. Información extraída de la Ley 906 de 2004 
 Del cuadro explicativo, se desprende con mayor claridad los beneficios y los alcances 
de la realización de los preacuerdos, prerrogativas éstas que permiten a los sujetos que 
participan en un proceso penal, obtener un mejor y mayor acceso a la justicia, ya que pese a 
existir un convenio, la conducta ilícita sigue conllevando una sanción, dejando de lado la 
impunidad que siempre ha sido objeto de crítica en la administración de justicia y generando 
mayor seguridad en ella. 
 Llama la atención que los beneficios relacionados se obtienen partiendo del momento 
procesal en el que el sujeto pasivo de la acción penal, decide acogerse a ellos a través de la 
realización de preacuerdo, no obstante, es claro que entre más avanzado se encuentre el 
proceso, su oportunidad de obtener una mejor y mayor rebaja de pena es menor, pero en todo 
momento se expone la garantía y posibilidad de una disminución de la pena, como 
consecuencia de la aceptación de responsabilidad. 
 De igual forma sucede en el caso del allanamiento a cargos que, si bien la aceptación 
de la responsabilidad se realiza conforme la imputación de la Fiscalía, el procesado puede 
obtener beneficios punitivos, siempre y cuando su admisión se efectúe en los términos 
procesales mencionados con anterioridad, obteniendo una disminución en su sanción, así:  
 
 
Ley 906 de 2004 Oportunidad procesal Beneficio 
Artículo 288 numeral 3 En la audiencia de formulación 
de imputación 
Desde una tercera 
parte hasta la mitad 
Artículo 356 numeral 5 En desarrollo de la audiencia 
preparatoria 
Hasta una tercera 
parte de la pena 
Artículo 367 inciso 2 En el inicio de la audiencia de 
juicio 
Una sexta parte 
Cuadro No 4: Creación propia. Información extraída de la Ley 906 de 2004 
 Es evidente que, en el caso del allanamiento a cargos, son menores las posibilidades 
de acogerse a una terminación anticipada del proceso, así como la variación en la imposición 
de la pena, esto en cotejo con la figura del preacuerdo, que, del estudio realizado, es la 
herramienta procesal penal que se ajusta con mayor firmeza a los principios del sistema 
premial. 
3. Interpretación de los alcances del preacuerdo 
Los preacuerdos en el sistema penal acusatorio en Colombia, han permitido un mejor 
desempeño en la administración de justicia, no sólo por la celeridad y economía procesal que 
ello implica, sino también por la facilidad de terminar el proceso de manera anticipada con 
el lleno de garantías para los partícipes del mismo, sea el caso de las víctimas, quienes 
encuentran la verdad y la reparación integral de manera oportuna y no deben esperar un 
proceso dispendioso en el que pueden verse revictimizados, por recordar en todo momento 
los hechos delictivos que causaron su condición en el proceso o el caso del procesado, quien 
en virtud al principio dispositivo tendrá la posibilidad de finalizar de forma temprana el 
proceso y así obtener los beneficios contemplados en la ley. 
 En palabras de Antoine Joseph Stepanian Santoyo, los preacuerdos deben versar 
sobre: 
“Los acuerdos entre la Fiscalía y el acusado, pueden darse para suprimir causales de 
agravación, eliminación de cargos, modificaciones de la adecuación típica de la 
conducta por la que se procede, variar la forma de participación criminal, degradar el 
dolo o incluso modificarlo por una modalidad culposa” (Stepanian Santoyo). 
Si bien, existe una mayor participación del ente acusador o del titular de la acción 
penal y a su vez del imputado o acusado, es el juez de conocimiento el encargado de realizar 
una verificación o legalidad de los mismos, cerciorándose que la manifestación que la 
voluntad del procesado fue libre, espontánea y voluntaria, sumado a ello que la adecuación 
típica que constituye el preacuerdo, sea conforme a los hechos que motivaron el proceso. En 
éste sentido la Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 27 de octubre de 2008, bajo el 
radicado 29979, siendo magistrado ponente el Dr. Julio Enrique Socha Salamanca, expresó: 
“El juez de conocimiento deberá rechazar toda manifestación de culpabilidad frente 
a cualquier error fáctico o jurídico que implique menoscabo a los derechos y garantías 
fundamentales, tal como se hacía en el anterior sistema procesal penal: es el juez de 
conocimiento quien debe velar por la protección de los derechos fundamentales del 
procesado, mediante un control de legalidad de la actuación, el que cubre no solo los 
aspectos formales o procedimentales sino también los sustanciales o de fondo” 
(Sentencia 29979, 2008). 
Con lo anterior, se evidencia la participación activa del juez de conocimiento como 
sujeto verificador de garantías en desarrollo del proceso penal y por supuesto como vigía en 
la realización de los preacuerdos para lograr una terminación anticipada de aquel. Pero el 
objetivo de los preacuerdos no puede considerarse únicamente para finalizar el proceso 
ágilmente y de ésta forma descongestionar la justicia, pues una de sus finalidades adicionales 
es la humanización de la pena, representando ello, el respeto por los derechos fundamentales 
y como se ha venido mencionando las garantías constitucionales. Es así que en respeto por 
las garantías contempladas en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, la Corte 
Constitucional ha estructurado y desglosado, los derechos de los procesados con el fin de 
brindar un mejor sistema judicial, manifestando: 
“como lo hacen también los tratados y convenciones internacionales sobre derechos 
humanos, enuncia de manera expresa, dentro del haz de garantías procesales, el 
derecho a ser juzgado tan sólo de conformidad con las leyes legales preexistentes al 
acto que se le imputa, ante el Juez o Tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio; el principio de favorabilidad; el derecho 
que le asiste de un abogado escogido por él o de oficio durante la investigación o el 
juzgamiento; la publicidad del proceso; la tramitación del juicio sin dilaciones 
injustificadas; el derecho del procesado a presentar pruebas y controvertir las que 
existen en su contra (…)” (Corte Constitucional, 1994). 
Así las cosas, es el ente acusador o la Fiscalía la primera institución llamada a brindar 
las garantías fundamentales al procesado, dentro del marco de la Constitución Política y la 
ley. Como titular de la acción penal y la primera en establecer un contacto con el procesado 
para la estructuración de un preacuerdo, es su deber enfocar aquel no sólo en el otorgamiento 
de prerrogativas sino en que el documento contenga una consonancia entre la situación 
fáctica atribuida por ésta y la calificación jurídica que se plasme en el escrito (Sentencia 
29979, 2008), pues es deber de la fiscalía adecuar la conducta punible conforme la legislación 
existente. Al respecto, la Corte Suprema expresó: 
“Por lo que, aun mediando una negociación entre el fiscal y el imputado, en la 
alegación conclusiva debe adecuación típica de la conducta según los hechos que 
corresponda a la descripción que previamente ha realizado el legislador en el Código 
Penal. “La Corte reafirma que la facultad otorgada al fiscal de tipificar la conducta 
con miras a disminuir la pena es una simple labor de adecuación y no de construcción 
del tipo penal por el mismo” (Sentencia 29979, 2008).  
En concordancia con lo expuesto, es claro que luego de la verificación del contenido 
de los preacuerdos realizados, el juez de conocimiento procedería a aceptarlo y en virtud a él 
a proferir la sentencia respectiva, pues aquel tiene una fuerza vinculante para el administrador 
de justicia y para las partes, quienes una vez aprobado o aceptado por el juez no podrá ser 
objeto de retractación; o por el contrario a rechazarlo y continuar con el proceso penal en 
caso de observar la vulneración de garantías y derechos fundamentales.    
Es así entonces, que los preacuerdos adquieren gran relevancia en el desarrollo del 
proceso penal contemporáneo en Colombia, no sólo por su aplicación conforme el sistema 
acusatorio, sino también por los beneficios que aporta a la justicia, al procesado y a la víctima. 
Sin embargo, es claro que la ley ha sido taxativa respecto a las oportunidades procesales con 
las que cuenta el imputado o acusado para acudir a ésta herramienta jurídica, siendo 
inevitable que surja el cuestionamiento de si existe o no, otra oportunidad procesal para la 
presentación de los mismos, es decir, hasta antes de proferirse la sentencia, en virtud a la 
conservación de la esencia del sistema penal y las garantías al procesado, quien podría, tal 
vez, contar con la etapa de juicio para promover su intención al ente acusador de llegar a un 
acuerdo. 
Por otro lado, y realizando un análisis de la figura del allanamiento a cargos en 
contraposición a los preacuerdos o acuerdos, es claro que la mejor opción para el procesado 
es la segunda, toda vez que en ellos puede lograr una disminución de la pena acudiendo a 
circunstancias de atenuación punitivas, así como su participación en el ilícito,  que sin variar 
el tipo penal, permiten una disminución en la pena; circunstancia ésta completamente distinta 
al allanamiento, toda vez que el procesado en ésta figura, acepta el delito imputado, tal cual 
las circunstancias expuestas por el ente acusador. 
Partiendo de lo anterior, y de los beneficios que conlleva un preacuerdo entre el 
procesado con el órgano investigador, así como de la amplitud de oportunidades procesales 
y los beneficios  punitivos que conlleva un preacuerdo con el ente investigador, se pretende 
proponer un momento procesal adicional que garantice al sujeto pasivo de la acción penal y 
al sistema judicial el cumplimiento de los derechos y finalidades propias del proceso, 
surgiendo así la proposición que a continuación se expone. 
 
3.1 Propuesta de aceptación del Preacuerdo en desarrollo del juicio oral 
Mucho se ha mencionado sobre las oportunidades procesales para la presentación al 
Juez de conocimiento de los preacuerdos a los que la titular de la acción penal y el sujeto 
pasivo de la misma lleguen respecto a la sanción o pena a imponer por la comisión de una 
conducta punible. Sin embargo, la legislación deja abierta la posibilidad sujeta a 
interpretación y es el poder solicitar en desarrollo del juicio oral, es decir, posterior a la 
instalación del mismo, posterior a la oportunidad de alegación inicial (art. 367) o de las 
manifestaciones de culpabilidad preacordadas (art. 369). (Ley 906, 2004), la intención del 
procesado de llegar a un acuerdo con la Fiscalía y de ésta forma obtener un beneficio en la 
tasación de la pena por su comportamiento punible. 
La posibilidad expuesta, encuentra su fundamento en las garantías constitucionales, 
la Ley y la Jurisprudencia, cuyo marco garantista, prevé ésta oportunidad para el procesado, 
siendo relevante esgrimir las razones que motivan dicha interpretación ante un vacío legal. 
Al respecto el artículo 29 de la Constitución Política, determina lo relacionado con el debido 
proceso que debe seguirse en actuaciones judiciales, estableciendo incluso: 
“Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido 
proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las 
que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria y a no ser juzgado 
dos veces por el mismo hecho” (Legis, 2017). 
Analizando el contenido de la norma constitucional, se observa el derecho del 
procesado de presentar pruebas y a controvertirlas en desarrollo de un proceso público, 
proceso éste que a la luz de la Ley 906 de 2004, no es otro que el juicio oral, en el que se 
presentan pruebas que al parecer llevan a determinar la responsabilidad del procesado, 
material éste que a su vez podría no ser suficiente para dilucidar la forma como acaecieron 
los hechos o por el contrario esclarecer la configuración del punible, conllevando el material 
probatorio expuesto a que el procesado considere la posibilidad de aceptar un acuerdo con el 
ente acusador en ésta etapa del proceso penal, es decir, en el juicio e incluso al momento de 
la práctica o exposición de pruebas. 
El material probatorio como se ha expresado, es el elemento fáctico que permite a la 
Fiscalía la formulación de una imputación, acusación y por ende el norte para lograr una 
sanción punitiva en desarrollo del juicio oral, pues de la prueba la fiscalía infiere de forma 
razonable la participación del procesado en la comisión del delito; pero es esta misma prueba 
la que permite la realización de un preacuerdo o un acuerdo, toda vez que sobre ella, el 
procesado aceptará su responsabilidad, así como ámbito de su participación y aceptará una 
sanción por su comportamiento, por lo que en etapa de juicio cabría la posibilidad de solicitar 
un convenio con el ente acusador, luego de develadas las pruebas en desarrollo de ésta última 
etapa. 
¿Pero que lleva a considerar la eventualidad de proponer un acuerdo en desarrollo del 
juicio oral? No sólo son las pruebas expuestas en él, es también lo consagrado en el artículo 
250 numeral 4 de la Constitución nacional, que relaciona las funciones de la Fiscalía General 
de la Nación y reza: “Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin 
de dar inicio a un juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, 
concentrado y con todas las garantías” (Legis, 2017); si bien el artículo ibídem, hace alusión 
a la “inmediación de pruebas”, es claro también que establece la importancia de las garantías 
a las que tiene derecho el procesado, garantías éstas que en virtud al sistema penal acusatorio 
prevén la humanización del mismo, brindando la posibilidad al acusado de acudir al principio 
de disposición de aceptar la comisión del punible con el fin de obtener una prerrogativa en 
su sanción. Por otro lado, el artículo 250 menciona que, con el escrito de acusación, la fiscalía 
apertura un juicio oral que sólo finaliza con la sentencia, por lo que hasta tanto no se profiera 
el fallo y ante el vacío de la ley al respecto podría entenderse que se está en oportunidad de 
realizarse un acuerdo que estará sujeto al control de legalidad descrito anteriormente. 
Continuando con el desarrollo de la propuesta, es menester mencionar que el Código 
de Procedimiento Penal, en su libro tercero, desarrolla ampliamente el juicio, por lo que, en 
cumplimiento de la carta superior, inicia con la presentación de la acusación (art. 336), y 
poco a poco menciona las oportunidades y prerrogativas con las que cuenta el procesado en 
el evento de aceptar un preacuerdo. De todas aquellas etapas que se exponen, no existe una 
prohibición o limitación en cuanto la posibilidad de realizar un preacuerdo, posterior a la 
presentación del caso, o a la práctica de pruebas o antes de la presentación de los alegatos, 
por lo que bien podría realizarse aquel en éstos momentos expuestos. 
¿Pero, por qué permitir que el proceso penal avance hasta el juicio para aceptar un 
preacuerdo? La respuesta al interrogante es sencilla, es la protección a los derechos y a las 
garantías del procesado. El sujeto pasivo de la acción penal, tiene la posibilidad de aceptar 
su responsabilidad en cualquier momento del proceso penal, siendo factible la realización de 
un acuerdo en pro del procesado, la víctima y la administración de justicia. 
Ahora bien, de proponerse un acuerdo en etapa de juicio y de cumplir éste con el 
control que debe hacer el juez de conocimiento, es decir, que aquel se realizó con la 
participación libre, voluntaria, consiente, espontánea del procesado, debidamente informado, 
asesorado por la defensa y con fundamento en el material probatorio existente en el proceso, 
se proferirá el fallo condenatorio, pero que sanción debería imponerse al acusado?, máxime 
cuando en etapa de juicio se realizaron los acuerdos y al respecto la ley ante su vacío no 
contempla una tasación exacta como en las oportunidades procesales expuestas?; como 
respuesta a los cuestionamientos, se debe considerar como una solución viable y aplicable 
por analogía, lo contemplado en el artículo 369 de la Ley 906 de 2004, toda vez que relaciona 
la manifestación de culpabilidad en la etapa de juicio, y en lo que respecta a la tasación de la 
pena, menciona : “la Fiscalía deberá indicar al juez los términos de la misma, expresando la 
pretensión punitiva que tuviere” (Ley 906, 2004).  
Conclusiones  
 La implementación de los preacuerdos, acuerdos y negociaciones en el sistema penal 
colombiano, es la posibilidad con la que cuenta el procesado, en virtud a las garantías 
constitucionales, de dar por terminado de manera anticipada el proceso que se adelanta en su 
contra, así la Procuraduría General de la Nación en concepto emitido y transcrito en sentencia 
C-1260 de 2005 expresó: 
“se reconoce que el juicio no es un deber por cuanto el imputado no está obligado a 
esperar el agotamiento de todas las etapas procesales penales para que se resuelva su 
situación jurídica sino que como parte del proceso y en el marco del principio 
dispositivo puede provocar su culminación y resolución temprana para así obtener 
punitivos como contraprestación a su prestación eficiente de la administración de 
justicia penal, lo cual no resulta ajeno a la estructura procesal fijada a partir del Acto 
Legislativo 03 de 2002, en la medida que en un sistema de partes donde impera 
también el principio de obligatoriedad, el principio de disponibilidad tiene vigencia y 
aplicabilidad cuando se reconoce a dichas partes un margen de disposición del 
momento de terminación de la acción penal, siempre que se respete la finalidad del 
proceso, el esquema y las garantías procesales” (Sentencia C-1260, 2005). 
En virtud a lo expuesto, es claro que en una estructura procesal los derechos y  
garantías cobren un gran valor, pues sobre cada uno de los sujetos procesales recae la 
protección del Estado, no siendo contradictoria a la finalidad, al esquema e incluso a las 
garantías procesales, el permitir la realización de acuerdos en desarrollo de la audiencia de 
juicio oral, no en su instalación sino en su ejecución, siendo ésta la última oportunidad que 
tenga el acusado de aceptar su responsabilidad y por ende someterse a la sanción o pretensión 
punitiva que se exponga por la comisión del delito. 
La aceptación por parte del Juez en la elaboración de los documentos que pondrían 
fin al proceso no es otra cosa que la aplicación de los principios de eficiencia y eficacia, que 
permiten la implementación de una política de humanización del tratamiento criminal 
(Sentencia 23681, 2006), es como se ha venido mencionando, el otorgamiento de beneficios 
cuando se admite la comisión del acto repudiable y la imposición de la sanción; como se 
aprecia, no se rompe el esquema procesal, se mantiene logrando su finalidad con fundamento 
en garantías, siendo perfectamente viable la proposición y aceptación de acuerdos en la etapa 
de juicio oral. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Referencias 
Antonio Luis, G. N. (2012). Efectos Juridicos de la Imputación en el proceso penal acusatorio. 
bogotá: Leyer. 
Consejo Superior de la Judicatura. (24 de junio de 2013). Procedimiento para el caso de 
allanamiento a la imputacion . Colombia . Obtenido de 
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/5454330/5661449/2.+Procedimiento+para+
el+caso+de+Allanamiento+a+la+Imputaci%C3%B3n.doc/afea28cf-6283-480e-8807-
65fd9393e97f 
Corte Constitucional. (24 de octubre de 1994). corteconstitucional.gov.co. Obtenido de 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/1994/T-458-94.htm 
española, r. a. (s.f.). Obtenido de http://dle.rae.es/srv/search?m=30&w=allanar 
española, R. a. (s.f.). Obtenido de http://dle.rae.es/srv/search?m=30&w=allanamiento 
Española, R. A. (s.f.). rae.es. Obtenido de http://dle.rae.es/?id=Tu3F8mW 
Gómez Velasquez, R. G. (2009). Preacuerdo y Negociaciones en el Proceso Penal Acusatorio 
Colombiano. En E. J. Bonilla". 
Legis. (2017). Constitución Política de Colombia (Cuarta Edición ed.). Legis Editores S.A. 
Ley 906. (31 de Agosto de 2004). Congreso de la Republica . Por la cual se expide el Código de 
Procedimiento Penal. Bogota D.C., Colombia : Diario Oficial No. 45.658. Obtenido de 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0906_2004.html#1 
Nación, F. G. (2009). fiscalia.gov.co. Obtenido de https://www.fiscalia.gov.co/colombia/wp-
content/uploads/2012/03/spoa.pdf 
Saray, B. N. (2017). Preacuerdo y Negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o acusado. Bogotá: 
Leyer. 
Sentencia 1984. (30 de mayo de 2018). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. M.P.: 
Patricia Salasar Cuellar. Bogota D.C., Colombia . Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia 23681. (10 de Mayo de 2006). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. Bogota 
D.C., Colombia. Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia 28294. (05 de octubre de 2007). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. 
M.P.: Augusto Ibañez Guzman. Bogota D.C., Colombia. Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia 29979. (27 de octubre de 2008). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. 
M.P.: Julio Enrique Socha Salamanca. Bogota D.C., Colombia. Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia 31280. (8 de julio de 2009). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. M.P.:Julio 
Enrique Socha Salamanca. Bogota D.C., Colombia . Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia 36502. (5 de septiembre de 2011). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. 
M.P.: Alfredo Gomez Quintero. Bogota D.C., Colombia . Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia 38285. (11 de Julio de 2012). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. M.P.: 
Fernando Alberto Castro Caballero. Bogota D.C., Colombia. Obtenido de 
https://www.procuraduria.gov.co/relatoria/media/file/flas_juridico/338_CSJ-SP-
38285.pdf 
Sentencia 7100. (1 de Junio de 2016). Corte Suprema de Justicia. Sala de Casacion Penal. M.P.: 
Eyder Patiño Cabrera. Bogota D.C., Colombia . Obtenido de 
http://consultajurisprudencial.ramajudicial.gov.co:8080/WebRelatoria/csj/index.xhtml 
Sentencia C-1260. (5 de diciembre de 2005). Corte Constitucional. Sala Plena. M.P.: Clara Ines 
Vargas Hernandez . Bogota D.C., Colombia . Obtenido de 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2005/C-1260-05.htm 
Sentencia C-516. (11 de julio de 2007). Corte Constitucional. Sala Plena . M.P.: Jaime Cordoba 
Triviño. Bogota D.C., Colombia : Referencia: expediente D-6554. Obtenido de 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2007/C-516-07.htm 
Sentencia C-645. (23 de Agosto de 2012). Corte Constitucional. Sala Plena. M.P.: Nilson Pinilla 
Pinilla. Bogota D.C., Colombia : Referencia: expediente D-8922. Obtenido de 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/C-645-12.htm 
Stepanian Santoyo, A. J. (s.f.). Obtenido de https://es.scribd.com/document/22214726/Acuerdos-
y-preacuerdos 
Zapata, J. G. (2012). ¿ Qué pasa con la pena hoy en día? Revista Electrónica Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales Universidad de Antioquia, 4. Obtenido de 
https://aprendeenlinea.udea.edu.co/revistas/index.php/derypol/article/view/12318 
 
 
